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1. PLANTEAMIENTO Y ESTADO DE LA CUESTION 
 
Este trabajo examina los criterios que ha emitido el Tribunal Fiscal sobre 
los alcances del segundo párrafo de la norma VIII del Código. En reciente 
jurisprudencia ha rechazado que, al amparo de este dispositivo, se utilice 
el fraude a la ley para extender la aplicación de la ley impositiva a su-
puestos no previstos en ella. Pero no ha descartado la calificación de los 
hechos, jurídica o económica, en casos que, bajo distinta óptica, se hubie-
se recurrido a la técnica del fraude. Una revisión de la jurisprudencia, 
como la que se efectúa en las líneas siguientes, permite tener una idea 
más certera del tratamiento que corresponde a cada caso. 
 
La calificación económica de los hechos es una técnica de aplicación de 
las leyes tributarias que ignora la calificación del Derecho Privado de un 
acto o negocio, y le otorga una denominación “económica” que estima 
más acorde con su naturaleza o con la situación. Está relacionada tan 
íntimamente con el proceso de interpretación del sentido y alcances de las 
normas jurídicas que los primeros aportes sobre el tema lo abordaron 
como un método de “interpretación económica” o “interpretación funcio-
nal”. Posteriormente, se empieza a distinguir entre interpretación y califi-
cación jurídica. Así, según Betti, por ejemplo, mediante la calificación 
jurídica se trata de verificar, y en qué medida, si el supuesto de hecho 
concreto corresponde al tipo legal en el que se subsume y de encontrar en 
él los rasgos relevantes para su tratamiento jurídico1, mientras que la in-

                                                
1  BETTI, Emilio. Interpretación de la ley y de los actos jurídicos. Editoriales de Derecho 

Reunidas. Madrid, 1975. pág. 102. 
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terpretación se dirige al recto esclarecimiento de la norma2. 
 
La calificación jurídica a la que se refiere Betti no es en esencia distinta a 
la calificación económica, tal como se ha definido más arriba. Lo que 
ocurre es que, cuando se califica económicamente, se decide ignorar los 
términos del Derecho Privado que han utilizado las partes, y se les busca 
un significado acorde con el tipo legal tributario en el cual se subsume el 
caso concreto. 
 
En la práctica, ello significa que, previamente a la subsunción dentro del 
tipo legal tributario, se realiza un proceso cognitivo previo que busca 
dilucidar cuáles son los términos o vocablos que representan correcta-
mente lo que ha ocurrido en la realidad, al margen de lo que pueda fluir 
de los institutos del Derecho Privado aludidos por los contribuyentes. Se 
trata, por lo tanto, de una investigación de los hechos, más allá de la do-
cumentación presentada por ellos. Entra de esa forma en el campo de la 
actividad probatoria. 
 
Los enfoques para justificar la calificación económica de los hechos en el 
Derecho Tributario son muy variados. En algunos países se fundamenta 
en la simulación o el fraude a la ley tributaria y otros tienen normas anti-
elusivas que la permiten. Solamente, en los Estados Unidos se ha desarro-
llado una interesante doctrina jurisprudencial que se sustenta en la prima-
cía de la sustancia sobre la forma. La sustancia se refiere al contenido 
económico de una transacción o relación jurídica, mientras que la forma 
se refiere a la calificación de dicha transacción o relación jurídica con 
conceptos propios del Derecho Privado3. 
                                                
2  Esta distinción parece que ha sido seguida por la Ley General Tributaria de España de 

2003, que trata en forma separada la interpretación (artículo 12º) y la calificación (artí-
culo 13º). 

3  Es interesante observar que dentro del mismo Derecho Privado forma alude al aspecto 
exterior de un acto (FLORES POLO, Pedro. Diccionario de Términos Jurídicos. AFA 
Editores. Lima, 1984. pág. 603) o a todo aquello que sirve de vehículo a la exterioriza-
ción de la voluntad (DIEZ PICAZO citado por LOHMAN LUCA DE TENA, Juan Guillermo. 
El negocio jurídico. Segunda Edición. Studium. Lima, 1987. pág. 102). En estos tér-
minos la sustancia sería aquello exteriorizado por la forma, es decir, el mismo negocio 
jurídico. Siguiendo la línea de este enfoque en Canadá los Tribunales se basan en la 
sustancia legal para calificar los contratos en los cuales las partes han utilizado una 
“nomenclatura” inadecuada (MASSON, Guy y Shawn D. PORTER. Ponencia sobre la si-
tuación en Canadá para el Tema Forma y Sustancia en el Derecho Tributario. Cahiers 
de droit fiscal international. Volumen LXXXVIIa. 2002. Oslo Congress. Internacional 
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Jarach llegó a postular que la calificación económica de los hechos es 
inherente a la naturaleza del Derecho Tributario y que los impuestos de-
ben ser aplicados a la relación económica prescindiendo de las formas 
jurídicas4. Para esta concepción, es indiferente si la calificación resulta a 
favor o en contra del Fisco. 
 
Escasos son en la actualidad los seguidores de esta doctrina. Quienes 
defienden la calificación económica de los hechos, la fundamentan sobre 
todo en la existencia de fraude, simulación o abuso de las formas con la 
finalidad de lograr ahorros fiscales. Este último enfoque sin embargo 
resulta contrario al principio constitucional de reserva de ley. Permitiría 
al Estado, sin la participación del órgano legislativo, extender los supues-
tos sujetos a la norma impositiva a situaciones no previstas en ella con 
fundamentos peligrosamente subjetivos o imprecisos. 
 
En nuestro régimen legal, tenemos el segundo párrafo de la norma VIII 
del Código Tributario, modificado por Ley Nº 266635, según el cual: 
 

“Para determinar la verdadera naturaleza del hecho impo-
nible, la Superintendencia Nacional de Administración Tri-
butaria – SUNAT –tomará en cuenta los actos, situaciones y 
relaciones económicas que efectivamente realicen, persigan 
o establezcan los deudores tributarios.” 

 
El antecedente de este dispositivo se encuentra en el texto original del 
segundo párrafo de la norma VIII del Código Tributario aprobado por 
Decreto Legislativo Nº 8166, que señalaba: 
 

“Para determinar la verdadera naturaleza del hecho impo-
nible, la Superintendencia Nacional de Administración Tri-
butaria - SUNAT atenderá a los actos, situaciones y relacio-
nes económicas que efectivamente realicen, persigan o esta-
blezcan los deudores tributarios. Cuando éstos sometan esos 
actos, situaciones o relaciones a formas o estructuras jurídi-

                                                                                                          
Fiscal Association, 2002. pág. 192). 

4  Jarach, Dino. El hecho imponible. Teoría General del Derecho Tributario Sustantivo. 
3era Edición. Abeledo - Perrot. Buenos Aires, 1982. pág. 161.  

5  Publicada el 22 de setiembre de 1996. 
6  Publicado el 21 de abril de 1996. 
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cas que no sean manifiestamente las que el derecho privado 
ofrezca o autorice para configurar adecuadamente la cabal 
intención económica y efectiva de los deudores tributarios, 
se prescindirá, en la consideración del hecho imponible re-
al, de las formas o estructuras jurídicas adoptadas, y se 
considerará la situación económica real.” 

 
Mediante Resolución del Tribunal Fiscal Nº 6686-4-2004 del 8 de se-
tiembre de 2004, el Tribunal Fiscal ha establecido que la regulación ac-
tualmente vigente del segundo párrafo de la norma VIII del Código Tri-
butario “…recoge el criterio de la realidad económica o calificación 
económica de los hechos” y que “otorga a la Administración la facultad 
de verificar los hechos realizados (…) atendiendo al sustrato económico 
de los mismos, a efecto de establecer si estos se encuentran subsumidos 
en el supuesto de hecho descrito en la norma”7, mas no recoge en la 
misma forma el fraude a la ley. 
 
En las líneas siguientes se hace una amplia revisión de la jurisprudencia 
del Tribunal Fiscal. 
 
2. RESEÑA DE LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL FIS-

CAL 
 
A diferencia de lo ocurrido en otros países, la jurisprudencia del Tribunal 
Fiscal sobre la calificación económica de los hechos es escasa. No obs-
tante se ha tratado de recopilar no solamente los casos en que dicho Tri-
bunal ha aplicado explícitamente la calificación económica de los hechos, 
sino también algunos en que se rechazó o descartó su aplicación, a pesar 
de haber sido invocada por la Administración, y otros en los que propia-
mente no existe una calificación económica, sino una calificación de 
acuerdo con su verdadera naturaleza jurídica. Entre estos últimos se pue-
de distinguir las resoluciones que se basan en los documentos contractua-
les presentados por los contribuyentes de las resoluciones que se funda-
mentan en evidencia adicional a los mismos. 
 
A. Resoluciones que interpretan el texto de las diversas cláusulas del 

contrato o contratos presentados por los contribuyentes para es-
                                                
7  Criterio similar fue enunciado en la Resolución Nº 590-2-2003 del 4 de febrero de 

2003. 
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tablecer su verdadera naturaleza y atribuirle el régimen tributa-
rio que le corresponde 

 
1. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 1699 del 1 de abril de 1966 
 
El Tribunal Fiscal analizó la minuta presentada por la recurrente que con-
tenía una cláusula adicional, al parecer acordada en un momento posterior 
a la primera parte del contrato. Del texto del documento analizado con-
cluyó que se trataba de un contrato de adjudicación de un inmueble en 
pago de una deuda ascendente a S/. 302,134.00 y no a S/. 160,000.00, 
como pretendía la recurrente. La discusión se había originado por una 
acotación del Impuesto de Alcabala. La cuantía de la deuda pagada era 
importante para determinar la base imponible del tributo. 
 
2. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 4157 del 12 de diciembre de 1968 
 
La recurrente presentó dos contratos celebrados en la misma fecha con 
otra empresa; uno denominado de arrendamiento de equipo de maquina-
rias para la fabricación de agua de cola y otro relativo al personal de tra-
bajadores que operaba este equipo. Del análisis de dichos instrumentos 
probatorios y de lo manifestado por la misma recurrente, el Tribunal con-
cluyó que existía un único contrato de prestación de servicios. La recu-
rrente había expresado que ella pagaba directamente las remuneraciones a 
su personal. La importancia de la debida calificación del contrato residía 
en la tasa del Impuesto a los Timbres acotado. En el caso del arrenda-
miento de máquinas la tasa era del 1%, mientras que en la prestación de 
servicios era de un 5%. 
 
3. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 4315 del 23 de enero de 1969 
 
La Administración acotó el Impuesto a las Utilidades (Royalty) corres-
pondiente a 1964 y 1965 sobre los pagos que hacía la recurrente a una 
empresa del exterior calificándolos como parte del precio por la venta de 
pollitos reproductores bb. Del análisis de la copia del contrato presentado 
por la recurrente y de su contabilidad, el Tribunal Fiscal concluyó que 
dicho pago era por concepto del derecho de uso de la marca “Hy-Line”. 
La recurrente lo había contabilizado en una cuenta distinta a los inventa-
rios, aunque esta evidencia no forma parte de la argumentación central 
del vocal ponente. 
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4. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 8296-1-2004 del 26 de octubre de 
2004 

 
La recurrente había presentado a la Administración un primer contrato 
que había denominado de asociación en participación y un segundo con-
trato celebrado en la misma fecha mediante el cual transfirió a su co-
contratante, por un monto cancelado en efectivo en el momento de sus-
cripción de la escritura pública, su participación en dicha asociación. La 
Administración entendió que había recibido una retribución a cambio de 
un derecho que había aportado a la asociación, lo que constituía una pres-
tación de servicios. El Tribunal Fiscal llegó a la misma conclusión. Sin 
embargo, desechó la aplicación de la norma VIII invocada por la Admi-
nistración y se limitó a interpretar las distintas cláusulas de los contratos 
mencionados.  
 
B. Resoluciones en las que se utiliza evidencia adicional al contrato o 

contratos presentados para establecer su verdadera naturaleza y 
atribuirle el régimen tributario que le corresponde  

 
1. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 1195 del 22 de abril de 1965 
 
La discusión versaba sobre la amortización de una patente industrial que 
había sido adquirida por la recurrente de una persona natural. La cancela-
ción había sido efectuada por otra empresa con acciones que había emiti-
do la propia recurrente y que habían sido suscritas por dichas empresa no 
por un monto en efectivo, sino para cancelar una cuenta contable creada 
por la aceptación de la letra emitida a favor del transferente de la patente. 
El Tribunal sobre la base de la evidencia contable actuada en el expedien-
te, concluyó en que no se trataba de una compra de la patente, como pre-
tendía la recurrente, sino de un aporte de la misma efectuado por la men-
cionada persona natural. 
 
2. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 4708 del 3 de setiembre de 1969 
 
La Administración calificó como ventas de semilla de algodón a las que 
constaban en facturas emitidas por concepto de venta de aceite comesti-
ble. Presentó como evidencias el hecho de que hasta el ejercicio anterior 
la recurrente le vendía a su comprador semilla de algodón y no aceite 
comestible, que existía un contrato por el cual la primera entregaba a la 
segunda la semilla para que la industrializara a cambio de una retribución 
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y que posteriormente aquélla le vendía el aceite comestible a la segunda. 
Es decir, la Administración sostenía que el contrato de prestación de ser-
vicios presentado por la reclamante encubría realmente una venta de se-
milla de algodón8. El Tribunal dejó sin efecto esta acotación. Estimó que 
realmente se trataba de un contrato de venta de aceite comestible, como 
lo habían calificado las partes, pues después de haberlo producido la em-
presa industrial se lo había entregado a la recurrente, según guías de re-
misión y el contrato fue cumplido por ambas partes. Fue posteriormente, 
según el Tribunal, que se originó una nueva operación, esta vez de venta, 
entre las mismas partes. 
 
3. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 5468 del 3 de agosto de 1970 
 
En relación con una acotación sobre el Impuesto a las Utilidades, el Tribu-
nal llegó a la conclusión que unos contratos que la recurrente había deno-
minado de arrendamiento eran “verdaderos contratos de venta a plazos”. 
En este caso, el Tribunal Fiscal no solamente merituó los contratos, sino las 
letras y facturas emitidas y el hecho al parecer no discutido de que al ter-
minar el plazo de los contratos el cliente quedaba en posesión de las má-
quinas supuestamente arrendadas. En una parte de su dictamen el vocal 
ponente señaló que en este caso la “verdadera” naturaleza de la operación 
se había determinado gracias al examen de la contabilidad de la recurrente. 
 
4. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 5477 del 6 de agosto de 1970 
 
Del estudio de los antecedentes del caso, el Tribunal concluyó que en 
esencia constituían ventas en condición de reciprocidad las entregas de 
anchoveta entre la recurrente y diversas empresas pesqueras. La recurren-
te y sus contrapartes calificaban esta operación como préstamo. El argu-
mento del Tribunal fue que la fábrica que adquiría el pescado lo procesa-
ba bajo su cuenta y riesgo y disponía libremente de la harina y del aceite 
que producía. 
 
5. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 251-4-97 del 20 de febrero de 

1997 
 
En una acotación referida a las aportaciones de seguridad social, que inci-

                                                
8  La Administración había optado por desconocer la forma jurídica evidenciada en el 

contrato presentado por la recurrente. 
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den obligatoriamente, sobre las retribuciones que abonan las empresas a 
personal en relación de dependencia, el Tribunal calificó de contratos de 
trabajo a aquéllos que la recurrente había calificado como de locación de 
servicios. La evidencia que inclinó al Tribunal Fiscal a favor de esta posi-
ción fue que los servicios prestados por secretarias y personal de las áreas 
de computación y contabilidad eran por su naturaleza prestados en rela-
ción de dependencia. Cabe señalar que en este caso el Tribunal invocó el 
principio de primacía de la realidad (originado en el Derecho Laboral). 
 
6. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 383-3-99 del 18 de junio de 1999 
 
La Administración acotó el Impuesto General a las Ventas por supuestas 
ventas en consignación de vehículos que la recurrente no había declarado. 
El Tribunal Fiscal determinó que los contratos que la recurrente había 
suscrito con los propietarios de los vehículos autorizándola para su venta, 
que constaban en documentos denominados “Actas de Consignación” o 
“Cartas de Consignación”, realmente eran contratos de comisión mercan-
til. Como consecuencia de la aplicación de este criterio, la recurrente no 
resultaba gravada por la totalidad del precio de la venta del vehículo sino 
únicamente sobre la cuantía de su comisión. Los documentos actuados en 
el expediente que inclinaron al Tribunal Fiscal para emitir este fallo ade-
más de los referidos precedentemente fueron principalmente los recibos 
de pago por la venta de los vehículos en los que se deja constancia que el 
precio es recibido para entregarlo al propietario del vehículo. Además el 
Tribunal resaltó que en las mismas “Actas de Consignación” o “Cartas de 
Consignación” se consignaba que la recurrente se encontraba exonerada 
de cualquier responsabilidad. El Tribunal Fiscal también tuvo en cuenta 
las características usuales en el mercado de la venta de vehículos usados. 
 
7. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 5301-4-2002 del 12 de setiembre 

de 2002 
 
En este expediente, el recurrente había alegado en su apelación que la 
Administración Tributaria no podía calificar un contrato de prestación de 
servicios como uno de trabajo. El Tribunal resolvió que el contrato era en 
realidad uno de trabajo. Se basó en el análisis de las cláusulas del contrato, 
en las que se pactaba que el servicio se prestaría en el domicilio de la recu-
rrente, quien proporcionaría los elementos de trabajo y asumiría los gas-
tos. De otro lado, se designaba a los co-contratantes de la recurrente como 
empleados, quienes se desempeñaban como ayudante de cisterna, ayudan-
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te de oficina, empleado de oficina, ayudante de depósito y chofer de ca-
mión cisterna. El Tribunal estimó que la prestación de estos servicios re-
quería la supervisión del empleador, condición bajo la cual se realiza el 
trabajo dependiente. Adicionalmente, en los registros de la recurrente se 
había detectado el pago regular de retribuciones a estas personas. 
 
8. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 5637-4-2002 del 26 de setiembre 

de 2002 
 
La discusión entre la Administración y la recurrente se centraba en la 
naturaleza del “Convenio de Transferencia de Cartera Vencida bajo la 
modalidad de Cesión de Créditos” presentado por la recurrente en la fis-
calización y que la primera consideraba como un Contrato de Servicios 
de Gestión de Cobranza. El Tribunal Fiscal confirmó este criterio. Se 
sustentó en la evidencia contable que demostraba que la recurrente no 
había tratado la operación como una transferencia, en que no se había 
transferido todos los riesgos de incobrabilidad de la cartera vencida, en 
que el objeto social de la recurrente era prestar servicios de cobranza y 
que una parte de los pagarés emitidos en relación con dichas deudas no se 
habían endosado en su favor. 
 
9. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 3495-4-2003 del 20 de junio de 

2003 
 
La recurrente se dedicaba a la comercialización de vehículos importados 
por CETICOS. La Administración detectó que la recurrente había empe-
zado suscribiendo con sus clientes contratos de compra venta de vehícu-
los con garantía prendaria o con reserva de propiedad y luego pasó a ce-
lebrar contratos denominados de arrendamiento con opción de compra. 
Una investigación más exhaustiva la llevó a concluir que estos últimos 
constituían en realidad ventas a plazo. El Tribunal Fiscal confirmó este 
criterio sustentado en la evidencia actuada en el expediente. A tal efecto, 
examinó que en los contratos se había establecido que el riesgo de la pér-
dida del bien era del cliente, que no había realmente una opción sino una 
transferencia automática al término de la cancelación de las cuotas, que 
muchos de los compradores interpretaban que habían comprado el vehí-
culo, que el precio de venta acordado coincidía con la suma de la opción 
más el monto de las cuotas supuestamente del arrendamiento (como en el 
caso de la Resolución del Tribunal Fiscal Nº 327-2-2000 que se cita más 
adelante) y en las características del mercado operado por la recurrente. 
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10. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 4784-5-2003 del 22 de agosto de 
2003 

 
En esta resolución también el Tribunal calificó los contratos de arrenda-
miento con opción de compra pretendidos por la recurrente como ventas. 
La recurrente también había transferido, aunque parcialmente, los riesgos 
que correspondían al propietario, y el Tribunal Fiscal le atribuyó al con-
trato el tratamiento de una venta a la luz de lo establecido en la NIC 18. 
 
11. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 5243-1-2003 del 15 de setiembre 

de 2003 
 
La discrepancia entre la recurrente y la Administración residía en la natu-
raleza de una operación en que la recurrente, empresa del rubro de la 
construcción, había construido un edificio sobre un terreno de terceros a 
cambio de la potestad de vender algunos departamentos construidos. Para 
la primera los propietarios de los terrenos la contrataron únicamente para 
que manejase los proyectos, constituyendo ingreso gravado únicamente el 
monto de su retribución por tal servicio. Los departamentos materia de 
acotación no eran suyos, sino que pertenecían a los propietarios. Para la 
segunda, la recurrente tenía derecho de propiedad sobre dichos departa-
mentos, por lo que se configuró una operación de venta de los mismos 
cuyo valor para efectos del Impuesto a la Renta debió haber sido el de 
mercado correspondiente a la venta de bienes futuros similares en los 
mismos edificios. Aducía que en la práctica no se habían observado las 
cláusulas del contrato de construcción, suscrito con los propietarios del 
terreno, que le había presentado la recurrente, toda vez que dichos propie-
tarios en realidad no habían supervisado la obra ni habían participado en 
la comercialización de los departamentos. El Tribunal dejó sin efecto este 
reparo. Sobre evidencias tales como las licencias de demolición y de 
construcción, así como por el grado de responsabilidad y riesgo asumido 
por todos los propietarios del terreno, concluyó que el contrato presenta-
do realmente era uno de construcción entre todos los propietarios y la 
recurrente, y no uno de compraventa futura de los departamentos. 
 
12. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 1115-1-2005 del 22 de febrero de 

2005 
 
La Administración calificó como venta a plazos un contrato que la recu-
rrente había denominado de arrendamiento financiero de un bien inmue-
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ble. El Tribunal estimó que la operación se trataba de una venta financia-
da, pues no correspondía a la naturaleza jurídica de un arrendamiento 
financiero.  
 
C. Resoluciones en que se califica los hechos independientemente de 

los documentos legales preparados y/o presentados por el contri-
buyente. A diferencia de los casos anteriores, se renuncia al plano 
legal, en busca de la “verdadera naturaleza económica de los 
hechos” 

 
1. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 18463 del 15 de junio de 1984 
 
En este caso de 1979, se discutía los alcances de la norma reglamentaria 
que incluía el capital asignado por una empresa del exterior a su sucursal 
en el país y el saldo acreedor que tuviera con aquélla en la base imponible 
del Impuesto al Patrimonio Empresarial. El Tribunal Fiscal consideró que 
también debía incluirse el saldo acreedor con la propietaria de las accio-
nes de su principal (matriz), toda vez que dicha disposición reglamentaria 
tenía “carácter económico tributario” y existía una sola unidad legal y 
económica entre la sucursal y su principal, bajo control económico de 
dicha matriz. En otros términos, incluyó el saldo acreedor con empresas 
vinculadas a su principal dentro de los alcances del supuesto legal “saldo 
acreedor de la cuenta con dicha principal”.  
 
2. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 18464 del 15 de junio de 1984 
 
En este caso se dio la misma situación de hecho que en el anterior. El Tri-
bunal Fiscal confirmó la apelada porque debía prevalecer la realidad eco-
nómica (según la cual todas estas empresas constituían una unidad) sobre 
la ficción legal (que llevaría a tratarlas como sujetos distintos e indepen-
dientes), y que de otra manera se admitiría una utilización indebida de las 
formas jurídicas con el objeto de disfrazar la realidad económica. 
 
3. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 327-2-2000 del 12 de abril de 

2000 
 
El Tribunal Fiscal concluyó que los contratos presentados por la recurren-
te de arrendamiento con opción de compra diferían de la realidad econó-
mica de sus operaciones, pues su cliente ejerció la opción en la misma 
fecha de la suscripción de dichos contratos, descontó del precio de venta 
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el monto pactado como merced conductiva, se pagaron honorarios por 
asesoría en la “venta” de dichos bienes y aquélla le dio el tratamiento 
contable de una operación de venta. Las operaciones se verificaron en 
1991 y la acotación fue anterior a la modificación de la norma VIII en la 
que se introdujo el párrafo sobre la calificación de los hechos. 
 
4. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 622-2-2000 del 21 de julio de 

2000 
 
La Administración y la recurrente discutían si se trataba de una venta de 
pavos vivos, exonerada del Impuesto General a las Ventas, o venta de 
pavos beneficiados, gravada con el mismo. Esta operación se había reali-
zado en 1992. La recurrente sustentaba su posición en los documentos de 
la licitación efectuada por su cliente, en la que ofertaba pavos vivos, y en 
la factura emitida por el mismo concepto. La Administración argüía que 
la recurrente había entregado los pavos beneficiados, según comunicación 
al cliente obrante en el expediente, excluyendo la merma del beneficio 
(menudencia), la que había sido dado de baja por dicho cliente, por con-
cepto de pago por derecho de matanza, servicio de camal y pago de car-
gadores. El Tribunal estableció que si bien formalmente se dio al negocio 
la apariencia de venta de pavos vivos con un servicio adicional de matan-
za, eviscerado y congelado, se trataba en sí de una distorsión de la reali-
dad económica, consistente en la venta de pavos beneficiados. 
 
D. Resoluciones en las que invocando la norma VIII, se analiza si la 

situación prevista en el supuesto de la norma jurídica se ha verifi-
cado o no en la realidad 

 
1 Resolución del Tribunal Fiscal Nº 543-2-99 del 4 de junio de 1999 
 
En este caso del año 1993, la Administración sostenía que los servicios de 
despacho, descarga, almacenaje y fletes prestados por terceros en el pro-
ceso de importación de una mercadería habían sido prestados por la recu-
rrente - una agencia de aduana - a su cliente, propietario de dicha merca-
dería. La evidencia que esgrimía era que las facturas por los mencionados 
servicios habían sido emitidas a su nombre y ella a su vez los había in-
cluido en la factura a su cliente. El Tribunal Fiscal revocó la apelada, al 
no estar de acuerdo con la Administración. Analizó las características 
habituales de estas operaciones de importación en que los agentes de 
aduana como la recurrente eran, de acuerdo con la normatividad legal, 
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mandatarios y gestores de trámites de los propietarios de la mercadería 
importada. Los pagos por los servicios relacionados con su desembarco y 
manipuleo, así como con las gestiones aduaneras, se hacían a nombre de 
estos y eran reembolsables. Es decir, el Tribunal Fiscal concluyó que no 
existía el servicio alegado por la Administración. Invocó para llegar a 
esta conclusión “el principio de interpretación de los hechos económicos 
tal como lo establece la norma VIII”. 
 
2. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 590-2-2003 del 4 de febrero de 

2003 
 
Esta Resolución versa sobre facturas que sustentaban adquisiciones de 
oro cuya realidad era negada por la Administración. Acreditaba este 
hecho negativo (las compras no reales) con pruebas tales como los cruces 
con los vendedores de oro y peritajes de los procesos de refinación, en los 
que se demostraba que no podían contar con la mercadería de las caracte-
rísticas vendidas, con informes oficiales sobre el volumen de producción 
nacional total de oro aluvial (inferior al adquirido). El Tribunal Fiscal 
confirmó la apelada, sosteniendo que “la realidad económica expuesta, 
apreciada con un criterio de razonabilidad, resta certeza a la identidad 
entre el bien transferido a la recurrente consignado en las facturas emiti-
das por sus proveedores directos, con el oro que éstos pudieron transferir, 
por lo que en este caso en particular procede la aplicación de la Norma 
VIII del Título Preliminar del Código Tributario”. 
 
3. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 6686-4-2004 del 8 de setiembre 

de 2004 
 
La Administración sostenía que la escisión en la que se había constituido 
la sociedad recurrente no había sido real y que se había celebrado en 
fraude a la ley. El Tribunal Fiscal no aceptó estos argumentos. Señaló por 
un lado que nuestra legislación no permitía a la Administración extender 
los supuestos de una norma a situaciones distintas no previstas en ella 
recurriendo a la figura del fraude a la ley, pues tal habilitación expresa no 
le ha sido concedida. Pero además sostuvo que aunque nuestra legislación 
habilitara a la Administración a hacer tal extensión, el cuestionamiento 
debió haberse dirigido contra la sociedad de la cual se había escindido 
(escindente). Finalmente, concluyó que se encontraba acreditado que la 
escindente explotó como una “unidad de negocios” el patrimonio cuya 
titularidad mantuvo con posterioridad a la escisión, por lo que carecía de 
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validez el desconocimiento de la realidad de la operación. 
 
4. Resolución del Tribunal Fiscal Nº 7114-1-2004 del 21 de setiembre 

de 2004 
 
En forma similar al caso anterior, la Administración sostenía que la fu-
sión mediante la cual la recurrente había adquirido su principal activo no 
había sido real desde el punto de vista económico. El Tribunal revocó la 
apelada, al considerar que de los hechos merituados por la Administra-
ción se evidenciaba que la recurrente se constituyó para realizar opera-
ciones económicas efectivas y no simplemente con la finalidad de absor-
ber por fusión a otra empresa. 
 
3. COMENTARIOS A LA JURISPRUDENCIA RESEÑADA 
 
1. En la mayoría de los casos en que el Tribunal Fiscal se ha apartado de 

la denominación otorgada por los contribuyentes a sus contratos o a 
sus actividades, lo ha hecho ciñéndose a lo establecido por el Derecho 
Privado, ya sea interpretando las cláusulas de los contratos o meri-
tuando evidencia adicional que le permite calificar la verdadera natu-
raleza del contrato9. Son muy contadas las resoluciones en las que se 
ha mantenido el criterio de la Administración Tributaria, apartándose 
totalmente del Derecho Privado.  

 
2. Hasta la modificación de la norma VIII del Título Preliminar del Có-

digo Tributario introduciéndose el segundo párrafo que se refiere a la 
calificación de los hechos (es decir hasta la vigencia del Decreto Le-
gislativo Nº 816 promulgado en 1996), el Tribunal Fiscal utilizó la 
calificación económica exclusivamente en dos casos similares (Reso-
luciones del Tribunal Fiscal Nºs. 18463 y 18464). Como se ha referi-
do precedentemente, el Tribunal Fiscal se limitó a recalificar los actos 
de los contribuyentes de acuerdo con el Derecho Privado.  

 
3. En las Resoluciones Nºs. 18463 y 327-2-2000 se adopta el enfoque 

según el cual la calificación económica debe ser utilizada indepen-

                                                
9  En la Ley General Tributaria de España del 2003 este criterio se expresa señalando que 

las obligaciones tributarias se exigirán con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, 
acto o negocio realizado, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesa-
dos le hubieran dado, y prescindiendo de los defectos que pudieran afectar su validez. 
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dientemente de la existencia de fraude, simulación, abuso o de la in-
tención de obtener ahorros fiscales. 

 
4. Como se ha referido, para la jurisprudencia del Tribunal Fiscal el 

segundo párrafo de la norma VIII del Código Tributario regula la ca-
lificación económica de los hechos, pero no el fraude a la ley. En 
cuanto a la simulación, no se han encontrado resoluciones en que el 
Tribunal Fiscal haya reconocido la argumentación de simulación en-
arbolada por la Administración Tributaria. 

 
5. De lo expuesto hasta este punto se concluye que la jurisprudencia del 

Tribunal Fiscal ha establecido que la calificación económica del 
hecho imponible, regulada por el segundo párrafo de la norma VIII 
del Código Tributario, se utiliza para apartarse de la calificación del 
Derecho Privado que les corresponde a los actos, situaciones u opera-
ciones de los contribuyentes, mas no para atribuirles el tratamiento 
tributario que corresponde a su verdadera naturaleza jurídica. 

 
6. Es preciso señalar que a criterio del Tribunal Fiscal, según fluye de 

las resoluciones reseñadas, no se necesita de una norma habilitante, 
como resulta ser el segundo párrafo de la norma VIII del Código Tri-
butario, para utilizar la calificación económica de los hechos. Menos 
aún para calificar los actos, actividades u operaciones de los contri-
buyentes de acuerdo con su verdadera naturaleza jurídica. 

 
7. Siempre que el Tribunal Fiscal ha establecido que bajo la denomina-

ción de contratos de arrendamiento con opción de compra (o de “lea-
sing”), los contribuyentes habían celebrado realmente contratos de 
compra-venta a plazos, le ha otorgado el tratamiento que corresponde 
a estos últimos (Resoluciones Nºs. 5468, 327-2-2000, 3495-4-2003, 
4784-5-2003 y 1115-1-2005). A tal efecto, ha evaluado el tratamiento 
contable de la operación, la existencia de transferencia del riesgo, que 
el valor de la operación equivale al precio de venta del bien (sin que 
se haya cobrado por la cesión del uso), si realmente se ejerció la op-
ción, entre otros factores. 

 
8. Todos los casos en los que el Tribunal Fiscal ha mantenido el criterio 

de la Administración (antes y después de la introducción del segundo 
párrafo de la norma VIII del Código Tributario), sustentándose en 
evidencia distinta a la documentación jurídica presentada por el con-
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tribuyente, excepto en las Resoluciones Nºs. 18463 y 18464, se trata-
ba de contratos que no tienen una forma prescrita por la ley. En ellos 
la forma utilizada por las partes tiene un fin probatorio. Según el Tri-
bunal Fiscal, nada impediría a la Administración, demostrar que la 
sustancia legal es distinta a la invocada por el contribuyente. Si ello 
es así en las Resoluciones de los acápites B y C del apartado anterior, 
con mayor razón en las Resoluciones clasificadas en el acápite A en 
que la verdadera naturaleza fluye del mismo documento contractual. 

 
9. En las Resoluciones Nº 18463 y 18464 el Tribunal determinó que se 

debía atender a la existencia de una unidad empresarial, por lo que las 
transferencias de fondos entre personas jurídicas independientes pero 
pertenecientes a dicha unidad empresarial, no podían calificarse como 
préstamos que se dedujeran del activo para la determinación de la ba-
se imponible del Impuesto al Patrimonio Empresarial. Si bien se reca-
lificó el contrato de préstamo, ello estuvo precedido por el levanta-
miento del velo de la personalidad jurídica, a la que se le negó sus 
efectos propios del Derecho Privado (ser considerada como un sujeto 
de derecho autónomo). En ninguno de los demás casos reseñados, el 
Tribunal Fiscal ha levantado el velo de la persona jurídica, si bien es 
cierto que de acuerdo con la Resolución Nº 6686-4-2004, ello sería 
posible, en circunstancias muy especiales, como en el caso en que una 
sociedad escindente de otra no se hubiese manejado como unidad de 
negocios independiente de la sociedad escisionaria. 

 
Lima, agosto 2005 


